Esperanza Mejía Ríos Vs AFP Porvenir S.A. y otro.  Rad. 66001-31-05-003-2017-00113-01

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:


Sentencia de 21 de marzo de 2018

Radicación Nro.

66001-31-05-003-2017-00113-01

Proceso

 
Ordinario Laboral

Demandante:


Esperanza Mejía Ríos  

Demandado:


AFP Porvenir S.A. y Colpensiones

Magistrado Ponente:

Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:

Juzgado Tercero Laboral del Circuito
TEMAS:
PENSIÓN DE VEJEZ / TRASLADO A FONDO DE AHORRO INDIVIDUAL / INEFICACIA DEL TRASLADO / CARGA DE LA PRUEBA / NO ACREDITÓ INEFICACIA / REVOCA NIEGA.
En efecto, establece el literal b) del artículo 13 de la Ley 100 de 1993 que la selección de uno cualquiera de los regímenes pensionales previstos en ese cuerpo normativo debe ser libre y voluntaria por parte del afiliado, pues de desconocerse ese derecho en cualquier forma, se aplicará lo dispuesto en el artículo 271 ibídem, que prevé que de atentarse en cualquier forma contra el derecho del trabajador a su afiliación y selección de organismos e instituciones del sistema de seguridad social integral se hará acreedor a una multa impuesta por las autoridades del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social o del Ministerio de Salud, que no podrá ser inferior a un salario mínimo legal mensual vigente ni exceder cincuenta veces dicho salario, y en todo caso dicha afiliación quedará sin efecto y podrá realizarse nuevamente en forma libre y espontánea por parte del trabajador, es decir, que esa afiliación deviene ineficaz.

(…)

Nótese que en tales circunstancias, esto es, cuando está en juego por el traslado la posible pérdida de la transición –por los beneficios que esta conlleva-, la carga de la prueba de haber ofrecido al usuario la información necesaria para tomar una decisión libre y voluntaria, radica en cabeza de la administradora, sin embargo, cuando se trate de afiliados que no ostenten la calidad de beneficiarios del régimen de transición, la carga de la prueba, de los motivos que se alegan como causas la ineficacia del traslado, le corresponde a quien los invoca, sin que -con el objeto de trasladar la carga probatoria a la administradora- le baste sostener que no fue informado sobre las consecuencias que el traslado conllevaría.

(…)

Bajo tales circunstancias y teniendo en cuenta que en el formulario Nº 00573596 de 13 de julio de 1995 visible a folios 18 y 115 del expediente, la actora declaró bajo la gravedad de juramento haber escogido el régimen de ahorro individual con solidaridad de manera libre, espontánea y sin presiones; conforme quedó visto con anterioridad, le incumbía entonces probar las afirmaciones en contrario con base en las cuales aspira obtener la declaración de ineficacia, pues al no ser beneficiaria del régimen transicional, no se evidencia que el traslado al de ahorro individual con solidaridad efectuado el 13 de julio de 1995 haya producido, en principio, afectación alguna.
No obstante, más allá de afirmar en la demanda –fls.3 a 15- que no recibió la información suficiente que le advirtiera sobre los riesgos que implicaba el traslado, no trajo al proceso prueba alguna que pudiera dar fe de que se le brindó información contraria a lo dispuesto en los artículos 59 y siguientes de la Ley 100 de 1993, la cual pudiera llevar a concluir que la dicha información suministrada por la AFP Porvenir S.A. fue falaz.
ACLARACIÓN DE VOTO: DOCTOR JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
Como ponente de la providencia que puso fin a este proceso consideré que ella debía contener dos precisiones que fue necesario suprimir en orden a lograr el consenso necesario para tomar la decisión. (…)
En el desarrollo del tema jurídico que resolvía los recursos de apelación, como argumento para sostener la necesidad de que los demandantes en esta clase de procesos sean quienes soporten la carga de la prueba…
En cuanto al tema de que no se le hayan hecho proyecciones de cuál iba a ser la mesada pensional en el RAIS, dicho argumento no tiene cabida para acceder a las pretensiones de la demanda, porque que esta es una obligación que solo vino a imponerse a las administradoras con el decreto 2071 de 2015
LA SALA DE CASACIÓN LABORAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, MEDIANTE SENTENCIA SL081-2021, RADICACIÓN Nº 81412, DE FECHA 19 DE ENERO DE 2021, QUE PUEDE SER CONSULTADA EN LA PÁGINA WEB DE DICHA CORPORACIÓN O EN LA DEL TRIBUNAL, CASÓ EL PRESENTE FALLO Y “EN SEDE DE INSTANCIA” CONFIRMÓ PARCIALMENTE LA SENTENCIA PROFERIDA EL 30 DE AGOSTO DE 2017 POR EL JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO  DE LA CIUDAD, MEDIANTE EL CUAL ACCEDIÓ A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

Hoy, veintiuno de marzo de dos mil dieciocho, siendo las nueve y treinta minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver los recursos de apelación interpuestos por la señora ESPERANZA MEJÍA RÍOS y la AFP PORVENIR S.A. en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 30 de agosto de 2017, dentro del proceso que le promueve la primera a la segunda y en el cual también se encuentra demandada la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-003-2017-00113-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:
ANTECEDENTES

Pretende la señora Esperanza Mejía Ríos que la justicia laboral declare la nulidad o la ineficacia del traslado del régimen de prima media con prestación definida al régimen de ahorro individual con solidaridad efectuado el 13 de julio de 1995 y con base en ello aspira que se ordene a Porvenir S.A. a girar a favor de la Administradora Colombiana de Pensiones el monto que se encuentre en la cuenta de ahorro individual y las costas procesales a su favor.

Refiere que: El 9 de mayo de 1988 se vinculó al régimen pensional de reparto simple de la Caja Nacional de Previsión Social – Cajanal, ahora régimen de prima media con prestación definida; el 13 de julio de 1995 suscribió formulario de afiliación al régimen de ahorro individual con solidaridad con la AFP Porvenir S.A.; el asesor correspondiente no le brindó la información plena, cierta, seria y oportuna que le permitiera tomar una decisión plena, consciente e informada, ni tampoco le ofreció proyecciones de su expectativa pensional; no se le reclamó información sobre su situación familiar; se omitió informarle que debía presentar comunicación escrita en la que constara que había hecho una selección libre, espontánea y sin presiones; el 15 de diciembre de 2016 solicitó la proyección pensional, informándosele que obtendría una pensión equivalente al salario mínimo legal mensual vigente; el 5 de octubre de 2016 diligenció formulario de afiliación a la Administradora Colombiana de Pensiones, siendo negada en esa misma fecha en la comunicación BZ2016_11820143-2588627 porque le faltaban menos de 10 años para adquirir el derecho pensional; si hubiere permanecido en el régimen de prima media con prestación definida obtendría una pensión equivalente a $1.020.018.
Al contestar la demanda –fls.72 a 76- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó la vinculación de la demandante a Cajanal, el traslado efectuado a Porvenir S.A. el 13 de julio de 1995, la solicitud de traslado elevada ante esa entidad y la consecuente negativa. Frente a los demás hechos manifestó que no le constaban. No se opuso a las pretensiones expresando que se atenía a lo que se ordene en la sentencia. Propuso las excepciones de mérito de “Inexistencia de la obligación demandada” y “Prescripción”.
Por su parte la AFP Porvenir S.A. al dar respuesta al libelo introductorio –fls.78 a 114- manifestó que contrario a lo afirmado por la accionante, la decisión adoptada por ella al trasladarse de Cajanal al RAIS obedeció precisamente a la suficiente información que se le brindó previamente sobre las características de ese régimen pensional y en cuanto a la falta de proyección de los posibles montos de la mesada pensional, indicó que esa obligación no había surgido para el 13 de julio de 1995. Se opuso a las pretensiones y planteó las excepciones de mérito que denominó “Genérica o innominada”, “Prescripción”, “Buena fe”, “Compensación”, “Exoneración de condena en costas”, “Ausencia de sujeto susceptible de beneficio del régimen de transición”, “Inexistencia de la obligación”, “Falta de causa para pedir”, “Falta de legitimación en la causa y/o ausencia de personería sustantiva por pasiva de Porvenir S.A.”, “Inexistencia de la fuente de la obligación”, “Inexistencia de la causa por inexistencia de la oportunidad”, “Ausencia de perjuicios morales y materiales irrogados a la actora por parte de esta entidad llamada a juicio” y “Afectación de la estabilidad financiera del sistema en caso de acceder al traslado”.
En sentencia de 30 de agosto de 2017, la funcionaria de primer grado determinó que la AFP Porvenir S.A. no cumplió con su deber de información frente a la señora Esperanza Mejía Ríos al momento en que ella iba a trasladarse de Cajanal al régimen de ahorro individual con solidaridad, motivo por el que declaró la ineficacia del traslado efectuado el 13 de julio de 1995. Por lo expuesto indicó que la señora Esperanza Mejía Ríos pertenece al régimen de prima media con prestación definida que tenía la Caja Nacional de Previsión Social, advirtiéndole a la accionante que tiene la posibilidad de afiliarse a la administradora pensional que elija, exhortando a la Administradora Colombiana de Pensiones que en caso de que la demandante la elija, realice los trámites pertinentes para hacer efectiva la afiliación y a su vez le ordenó a Porvenir S.A. que gire los ahorros que se encuentren en la cuenta de ahorro individual con los rendimientos e intereses generados, informando el número de semanas que correspondan a ese capital.
Inconformes con la decisión, los apoderados judiciales de la parte actora y de Porvenir S.A. interpusieron recurso de apelación, en los siguientes términos:

La parte actora manifestó que una vez declarada la ineficacia del traslado, lo que debía la falladora de primera instancia era ordenar la afiliación de la señora Esperanza mejía Ríos al régimen de prima media con prestación definida administrado hoy por la Administradora Colombiana de Pensiones, porque es esta entidad la que administra ese tipo de régimen pensional al que se encontraba afiliada la demandante en la Caja Nacional de Previsión Social, pues adicionalmente, dejarle esa potestad a Colpensiones, podría ocasionar que no acepte la afiliación bajo el argumento que le faltan menos de diez años para acceder a la pensión de vejez, lo que generaría un nuevo conflicto jurídico, que realmente debe quedar resuelto en este ordinario laboral.
Porvenir S.A. expresó que al no ser la señora Esperanza Mejía Ríos beneficiaria del régimen de transición dispuesto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, ningún perjuicio se generó con su traslado del régimen aplicable en Cajanal al RAIS, pues como bien es sabido, los dos regímenes que coexisten en el sistema general de pensiones traen beneficios y desventajas respecto del otro. Señaló también que en el momento en que ocurrió el traslado el 13 de julio de 1995, la AFP no tenía la obligación de realizar proyecciones y cuadros comparativos de las posibles mesadas pensionales que podría devengar el afiliado en el futuro. 

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:
¿Hay lugar a declarar ineficaz la afiliación de la señora Esperanza Mejía Ríos al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad? 

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, el siguiente aspecto:
INEFICACIA DE LA AFILIACION AL REGIMEN DE AHORRO INDIVIDUAL CON SOLIDARIDAD.

La Sala de Casación Laboral mediante sentencia SL12136 de 3 de septiembre de 2014 radicación Nº 46.292 con ponencia de la Magistrada Elsy del Pilar Cuello Calderón, determinó con base en lo previsto en los artículos 13 literal b) y 271 de la Ley 100 de 1993, que cuando se presenten controversias frente a los traslados entre el régimen de prima media con prestación definida y el de ahorro individual con solidaridad, lo que debe analizarse es si el acto jurídico que lo generó resulta o no eficaz.

En efecto, establece el literal b) del artículo 13 de la Ley 100 de 1993 que la selección de uno cualquiera de los regímenes pensionales previstos en ese cuerpo normativo debe ser libre y voluntaria por parte del afiliado, pues de desconocerse ese derecho en cualquier forma, se aplicará lo dispuesto en el artículo 271 ibídem, que prevé que de atentarse en cualquier forma contra el derecho del trabajador a su afiliación y selección de organismos e instituciones del sistema de seguridad social integral se hará acreedor a una multa impuesta por las autoridades del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social o del Ministerio de Salud, que no podrá ser inferior a un salario mínimo legal mensual vigente ni exceder cincuenta veces dicho salario, y en todo caso dicha afiliación quedará sin efecto y podrá realizarse nuevamente en forma libre y espontánea por parte del trabajador, es decir, que esa afiliación deviene ineficaz.

Frente al tema, expresó el máximo órgano de la jurisdicción ordinaria laboral en la sentencia en cita, que cuando se trate de afiliados beneficiarios del régimen de transición establecido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, resulta perentorio establecer si la respectiva administradora produjo el traslado en términos de eficacia, informándole las consecuencias que le traería el traslado, que no es otra diferente que la de la pérdida del régimen transicional; lo cual explica en los siguientes términos:

“El juez no puede pasar inadvertidas falencias informativas, menos considerar que ello no es de su resorte, pues es claro que cuando quien acude a la jurisdicción reclama que se le respete el régimen de transición, indiscutiblemente, como se anotó, surge la perentoriedad de estudiar los elementos estructurales para que el mismo opere, es decir, debe constatar que el traslado se produjo en términos de eficacia, para luego, determinar las consecuencias propias.

En ese orden se clarifica con esta decisión que cuando lo que se discuta sea el traslado de regímenes, que conlleve a la pérdida de la transición, al juzgador no solo le corresponde determinar si aquella se respeta por contar con los 15 años de servicio a la entrada de vigencia de la Ley 100 de 1993, esto es el 1° de abril de 1994, sino que será menester determinar, previamente, por tratarse de un presupuesto de eficacia, si en todo caso aquel estuvo ajustado a los principios que gobiernan el Estatuto de Seguridad Social, y a las reglas de libertad de escogencia del sistema, la cual estará sujeta a la comprobación de que existió una decisión documentada, precedida de las explicaciones sobre los efectos del traslado, en todas sus dimensiones legales.”.

Nótese que en tales circunstancias, esto es, cuando está en juego por el traslado la posible pérdida de la transición –por los beneficios que esta conlleva-, la carga de la prueba de haber ofrecido al usuario la información necesaria para tomar una decisión libre y voluntaria, radica en cabeza de la administradora, sin embargo, cuando se trate de afiliados que no ostenten la calidad de beneficiarios del régimen de transición, la carga de la prueba, de los motivos que se alegan como causas la ineficacia del traslado, le corresponde a quien los invoca, sin que -con el objeto de trasladar la carga probatoria a la administradora- le baste sostener que no fue informado sobre las consecuencias que el traslado conllevaría. 
De allí que para establecer la ineficacia del traslado sea preciso que el interesado pruebe, sin lugar a dudas, que la información que se le dio al momento del cambio fue falaz y que producto de ese engaño se asumió la decisión del traslado.

EL CASO CONCRETO

Sea lo primero advertir que la señora Esperanza Mejía Ríos no es beneficiario del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, ya que de acuerdo con la copia de la cédula de ciudadanía –fl.16- se evidencia que para el 1º de abril de 1994, fecha en que empezó a regir el sistema general de pensiones, ella tenía cumplidos 33 años de edad, y según el certificado de información laboral emitido por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar –fl.27-, para ese momento tan solo acreditaba 5 años 9 meses y 22 días de servicios.

Bajo tales circunstancias y teniendo en cuenta que en el formulario Nº 00573596 de 13 de julio de 1995 visible a folios 18 y 115 del expediente, la actora declaró bajo la gravedad de juramento haber escogido el régimen de ahorro individual con solidaridad de manera libre, espontánea y sin presiones; conforme quedó visto con anterioridad, le incumbía entonces probar las afirmaciones en contrario con base en las cuales aspira obtener la declaración de ineficacia, pues al no ser beneficiaria del régimen transicional, no se evidencia que el traslado al de ahorro individual con solidaridad efectuado el 13 de julio de 1995 haya producido, en principio, afectación alguna.

No obstante, más allá de afirmar en la demanda –fls.3 a 15- que no recibió la información suficiente que le advirtiera sobre los riesgos que implicaba el traslado, no trajo al proceso prueba alguna que pudiera dar fe de que se le brindó información contraria a lo dispuesto en los artículos 59 y siguientes de la Ley 100 de 1993, la cual pudiera llevar a concluir que la dicha información suministrada por la AFP Porvenir S.A. fue falaz, pues a pesar de que buscaba acreditar sus afirmaciones con los testimonios de Diego Fernando Rayo Sanz, José Eder Arias Giraldo y Sandra Milena Gaviria, quienes han sido compañeros de trabajo de ella en el Instituto Colombiana de Bienestar Familiar, la verdad es que ellos lo único que manifestaron frente al tema, es que en su momento por informaciones al interior del ICBF y por los medios de comunicación, se enteraron que la Caja Nacional de Previsión Social iba a ser liquidada y que por lo tanto debían afiliarse a un fondo pensional, siendo Porvenir S.A. la única entidad que hizo presencia en las instalaciones de la entidad; indicando también que en ese momento se les brindó una información errada que les ofrecía muchas garantías, pero al momento de concretar esa supuesta información falaz, únicamente manifestaron que se les indicó que podrían pensionarse anticipadamente y que eventualmente la prestación económica podría ser superior, asegurando en todo caso, que los motivos que los llevan a todos a trasladarse a la Administradora Colombiana de Pensiones, es que es un fondo público que les brinda mayor seguridad, explicaciones éstas que fueron corroboradas por la propia demandante en el interrogatorio de parte, argumentando adicionalmente que tiene el conocimiento de que en el fondo privado se agota el capital ahorrado y pierden el beneficio pensional.
Conforme con lo expuesto no solamente no logra acreditar la señora Esperanza Mejía Ríos que en su momento la AFP Porvenir S.A. le haya brindado una información mentirosa que propiciara su afiliación al RAIS, pues por el contrario, la poca información que suministraron los testigos escuchados por petición suya y lo dicho por ella misma en el interrogatorio de parte, lo único que demuestra es que la sociedad accionada le brindó una información que era cierta, como es el hecho de tener la posibilidad de pensionarse anticipadamente y eventualmente, de acuerdo con el monto de sus cotizaciones y los ahorros que vaya teniendo en la cuenta de ahorro individual, generar una pensión superior a la que pueda devengar en Colpensiones, en otras palabras, que el valor de la pensión de vejez que eventualmente pudiera reconocérsele, dependería directamente del capital que alcanzara a ahorrar en su cuenta individual; características éstas que en efecto se encuentran descritas en los artículos 59 y siguientes de la Ley 100 de 1993, por lo que no hay lugar a concluir que Porvenir S.A. le haya brindado a la demandante una información falaz.
Así las cosas, al no quedar acreditado que el traslado efectuado por la señora Esperanza Mejía Ríos ocurrió por un engaño en el que la hizo incurrir la AFP, necesario resulta concluir que el mismo no resulta ineficaz, motivo por el que se revocará en su integridad la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 30 de agosto de 2017.

Costas en ambas instancias a cargo de la parte actora en un 100%. 

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. REVOCAR en su integridad la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 30 de agosto de 2017, para en su lugar ABSOLVER a las entidades demandadas de las pretensiones incoadas por la señora ESPERANZA MEJÍA RÍOS.

SEGUNDO. CONDENAR en costas en ambas instancias a la parte actora en un 100%.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

Aclara voto
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
                                                                                              Salva voto
ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
MAGISTRADO: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
Pereira, veintiuno [21] de marzo de dos mil dieciocho [2018]
ACLARACIÓN DE VOTO:

Como ponente de la providencia que puso fin a este proceso consideré que ella debía contener dos precisiones que fue necesario suprimir en orden a lograr el consenso necesario para tomar la decisión. Ellas son:

1- En el desarrollo del tema jurídico que resolvía los recursos de apelación, como argumento para sostener la necesidad de que los demandantes en esta clase de procesos sean quienes soporten la carga de la prueba, debía incluirse que:

“Ello es así, en consideración a que las personas, cuyos derechos están regidos en un todo por ley 100 de 1993, conocen que el sistema general de pensiones se soporta en dos regímenes solidarios excluyentes, que coexisten, cada uno de ellos con características diferentes, con pros y contras, pero, en todo caso, con beneficios equiparables. Ninguno de ellos mejor o peor que el otro y precisamente por ello, sin que, respecto a cualquiera de los dos se pueda pregonar, prima facie, un beneficio o un perjuicio que lo haga superior o inferior al otro.”

2- En las consideraciones finales antes de la resolutiva, como explicación de porqué no eran exigibles a la Administradora del RAIS las proyecciones de las mesadas que se echan de menos por el actor, debió decirse que:

“En cuanto al tema de que no se le hayan hecho proyecciones de cuál iba a ser la mesada pensional en el RAIS, dicho argumento no tiene cabida para acceder a las pretensiones de la demanda, porque que esta es una obligación que solo vino a imponerse a las administradoras con el decreto 2071 de 2015.”  

Pero como quiera que para llegar a decisión plasmada en la sentencia se pidió expresamente la supresión de dichos párrafos me corresponde explicar tal situación.

Dejo así aclarado mi voto.

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Magistrado
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